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ENl'ENCI  INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAI,

Linra.22 de octubre de 2018

A.SUNTO

Recu¡so de agravio co¡stitucional interyuesto por doña Vilma Margaritá Rejas Chávez

dc Pino contra la resolució¡ de fojas 49, de 19 de ma¡zo de 2018, expedida por la
Segunda Sala Civil Pe.manente de la Corte Superior de Justjcia de Tacna, que declaró
improcedente la demanda de autos.

En la sentencia erritida cn el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada eü el diario
olictal l:l Peruano e] 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, en el

fundamento 49, con carácter de precedente, que se expedirá sentencia interlocutoria
denegato a, dictada sin más trámite, cuando sc presente alguno de los siguientes
supuestos, que igualmcntc están contenidos en el artículo 1l del Reglamento
Normativo dcl Tribunal Constitucional:

a) Carezca de lundaúeiltación la supuesta wlneración quc se invoquc.
I"a cucstión dc Dcrccho contenida en el recurso no sea de especial

endencia conslitucional
a cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente dcl T¡ibunal

Constitucional.
Sc haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales

2. En la sentencia emitida en el Expediente 037,18-2013-PC/TC, publicada el 30 de

¡oviembre de 2015 e¡ cl portal web institucional, este Tribunal desestimó el
proccso dc cumplimicnto mcdiantc cl cual la dcmandante solicitó que se ejecute la
¡esolución administrativa que ordena que, en aplicación del artículo 48 dc la
dcrogada l,cy 24029, se incoryo¡e a su pensión la bo¡ificacióü por preparación de
clases y evaluación en un monto equivalente al 30 o/o de su ¡emuneración total, y sc
le paguen los devengados descle que ingresó a la docencia. La sentcncia dcclaró
infundada la der¡anda en el extremo.eferido al pago de la mencionada bonificación
a la dcoanda¡tc cn su condició¡ dc doccntc cesante. Alli se argumentó que, en este
extremo, la resolución ¿dministrativa materia de cumplimiento carece de la
viflualidad y la legalidad suñcientes paia constituirse en mandamus, porqte
transgrcdc la norma legal quc invoca, dado que los docentes en situación de
cesantes no tienen derecho a percibir la mencionada bonificación, pucsto que la
finalidad dc cstc dcrecho cs rctribuir la labor que efectua el docente en actividad
fuera del ho¡ario de clase, consistente en la preparación de clases y cvaluación.
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3. EI presente c¿so es sustancialmente igual al resuelto, de manera desestimaloria, en

la sentencia emitida cn e] Expediente 03748-2013-PC/TC, puesto que la
demandan¡c, quien tiene la condición de profesora cesante, pretende que se cjccutc
la Resolución Directoral Regional 1728, de 20 de julio de 2016 (folio 3), quc

o¡dena que se le pague la suma de S/ 1 I 183.76 por concepto de los dcvcngados en

via de regularización de la bonificación por preparación de clases y evaluación,
calcr¡lado sobrc la base del 30 0¿ de su remuneración total-

4. En consecuencia, se verifica que el presente recüNo de agravio ha incurrido en la
causal de rechazo prcvjsta en el ácápite d) del fundamcnto 49 de la sentencia
emitida en cl Expediente 00987-2014-PA/TC y en cl inciso d) del articulo 1l del

Reglamcnto Normativo del T bunal Constifucjonal. Por esta rirzón, con:esponde
declarar, sin más trámite, irnproccdcnte el recurso de agmvio constitucio¡al.

Por estos fundamcntos, el Tribunal Constitucional, con Ia autoridad que le confiere la
Co¡stitución Politica del Peru, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Fer¡ero Costa,

RESU E I,\'t'

Dcclarar INtI'ROCEDENTE el reculso de ag¡avio constitucional

Publíquesc y notifiquese

ss

MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA
ESPINOS -SALDAÑA BARRERA t.,
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VOTO SINGTII,AR DEL MAGISTRADO }'T]RRERO COSTA

Con la potestad que nle otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el presenle voto singular, para exprcsar respetuosamente
qüe disiento del precedenle vinculante establecido irn la Sentencia 00987-2014-PA,/TC,
SENrENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a
continuación expongo:
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EL TRTaUNAL CoNsTr'¡ uctoNAL coMo coRT[ DE REVISIóN o FAr,Lo y No Dr]

CASACIóN

La Constitución de 1979 creó el T bunal de Garantias Constitucionales como
imtancia de casació[ y la Coüstitr¡ción de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
e¡ instancia dc fallo. t,a Constitución del 79, por primera vez en nuestra hisloria
constitucional. dispuso la creación de un órgano ad &oc, independiente del Poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos lindamentales.

2. La Ley Fundamcntal de 1979 estabieció que el Tribunal de Garantias
Constitucionales era un órgano de oontrol de la Constitución, que tenia jurisdicción
en todo el te[ilorio naciona] para conocer, en víu de cusacíón, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, 1o que implicó que dicho Tribunal no
constituia una instancia habilitada pa¡a fallar en forma definitiva sobre la causa. Es

decir, no se prolrunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
de¡echo: recono, idos c¡ la Con,titurcion

3. En ese sentido, la Le1, 23385, l,cy Orgánica del 1¡ibunal de Garantias
Constitucionales, vigenle en ese momenlo, estableció, en sus articulos 42 aI46, que
dicho órgano, al cncont¡ar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en fbrma errada o ha incu¡rido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la deñciencia. devolverá los aoluados a la Cote Sup¡ema de Justicia de la
República (reelvío) pam que emita nuevo 1állo siguiendo sus lineamientos,
procedimicnto quc, a todas luces, dilataba e¡ exceso los procesos co¡lstitr¡cio¡ales
mencionados.

4. El modclo de tutela ante amenazas y vulneració¡1 de derechos fue seriamente
modilicado en la Constilución dc 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de lutela de dos a cuatro. a saber, habeas corpus, afiparc, habeas data
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano dc control de la constitucionalidad, aün cuando la Constitución lo
califica erróneamcnlc como "órgano de control dc la Constitución". No obstante. en
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materia de procesos constilLrcioüales de la libcrtad. Ia Constitución establece que el
Tribunal Constitucional es instdnoia de re!isión o 1'allo.

5. Cabe señalar que la Constitr¡ción Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en última y
deinitiNa ¡nslonciLt, las resoluciones denegatorias dicladas en los procesos de
habeas corpus umparo, habeds data y acc¡ó/r de cll lpliniento". Esta disposición
constitucional, desde una posición dc franca tutela de los derechos fündamentales,
exige que el -lribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agmviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
contravendría mandatos escncialcs de Ia Constitución, oomo son el p ncipio de

defensa de la persona hurrana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (a ícr¡]o 1), y "la observancia del debído proceso y tutela
jur¡sd¡ccional- Ninguna person.t püede sú destiada de la julisdíccíón
predeterminada por la ley ni sometida a procedimienÍo disfinto de los prevíamente
es¡ablecidos. ni juzgada ¡xtr órganos jtÍisdiccionales de excepción ni por
coñ¡sio es especioles crcadut al e.f¿clo cualquieta sed su denom¡fiac¡ófi",
consagrada en cl artículo 139. inciso 3.

6. Como se advierte, a dilérencia de lo que aoonlece en otros paises, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional liene lL¡gar por la vía del certiorari
(Sup¡ema Cortc dc los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano suprcmo dc intcr?retación de la Constitüción capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos dc la Iibcrtad cuando el agraviado no haya obtenido ura
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión es la süpüesta arnenaza o lesión de un derecho fundamental, se

debe abrir la via correspondiente para que el TribLmal Conslitucional pueda
pronunciarsc. Pcro la apcftura de esta vía solo se produce si se permite al
peticionantc colaborar con 1os jueces constituciolales medianle un pornenorizado
análisi. de lo quc .c prcrcndc. dc lo quc .c inr oca.

7. Lo constitucio[al es escuchar a la pafe como concretización de su derecho
ir¡emnciable a la dele¡sa; además. un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio dc dc1'cnsa dc los dcrcchos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados. lo cuai cvidencia el triunlb de ]a justicia frente a la
arbitrariedad.

§ffi'áw ilililililililil lillllll

EL DERECUo 
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sf,R oiDo coitto l\'lANIFEsractóN DL t,A IluMocRAt IZACIóN Df, Los
PRocEsos CoNst tt ucto\^LES DE LA LtaERTAD

8. La administración de justicia conslituct)nal de la libe¡1ad que brinda el Tribunal
Constitucional, dcsdc su creación, es respet!¡osa, como corresponde, del derecho de
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9. Precisamente, mj alcjamicnto rcspccto a la emisión de una resolución constitücional
sin realizarse audicncia de vista está rclacionado con la defensa, la cual, sólo es

efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumcntos pcrtinentes, concrctándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervención de las parles, cor'resporde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia constituye una manil'estación del poder que el
Estado ostenta sobre las pcrsonas, su cjercicio resulta constitucional cuando se

brinda con est clo respeto de los derechos inherettes a todo ser humano, lo que
incluyc el derecho a scr oido con las debidas garalltias.

I l. Cabe añadir quc la participación directa de las partes. en defensa de sus intereses,
que se conccde cn la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. Dc lo contrario, se dccidiría sobre la esfera de interés de
una persona sin permitirle alegar lo co¡respondiente a su favor, lo que resultaría
excluycntc y antidcmoclático. Además, e] Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, cn cada caso concrcto, las razones, los motivos y los
argumentos que juslilican sus decisiones. porque el Tribunal Constitucional se

legitima no po¡ ser un tribrmal de justicia, sino por Ia justicia de sus razones, por
expresar de modo sulicicnte las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelvc.

12. En ese sentido, la Corte Interamericana de De¡echos Humanos ha establecido que el
derecho de defensa "ohliga al E.ttado d trutar al indiriduo en todo momento como
un verdadero tujeto del proceso, en el más amplio sentido de este conceplo, y no
simplemente conto obieto del mitmo"t , y que "para que ex¡sto .lebido proceso legal
es preciso que Ltn jlbticiable pueda hacer yaler sus derechos y defender sus
¡nfereses en /orma e/ictiva y en condiciones de igualdad procesal cotl otlos
justiciablele.

I Corte IDII. Caso Ba[eto I-eiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
pánafo 29.

'Co.t" IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentenci¿ del 21 de junio de 2002. pá1atb 146.
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defensa inllercntc a toda persona, cuya manilestación p¡imaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas garantías al intcrior de cualquier proceso en el cual se

dete¡mincn sus dcrcchos, intereses y obligaciones.
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NaTURALEZ^ l'RocEs^L DEL IIECURSo Dlt AGRAvro CoNsrtrucIo._AL

13. El modelo de "installcia de fállo" plasmado cn la Constitución no püede ser
desvirtuado por el T bunal Constitucional si no es coÍr grave violación de sus

disposiciones. Dicho I ribunal es su intérprete supremo, pero no su reformador, toda
vez que como órgano constitL¡ido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso oonstitucional de la libe¡tad la denominada
"sentencia i¡terlocutoia". el recurso de agravio col'lstitucional (RAC) pierde su
verdadera escncia juridica. ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "rccaliñca¡" el recurso de agravio constitucional.

15. De conformidad col1 los a ículos 18 y 20 dei Código Procesal Constitucional, el
T¡ibunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le conesponde es conoce¡ del
RAC y pronunciarsc sob¡e el fbndo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de

rechazar dicho ¡ecurso. si¡ro por el contrario dc "conocer" lo que la paÍe alega
como un agr:r\ io quc lc c¿u.¿ indclcn.ion.

16. Por otro lado, la 'scntcncia intcrlocutoria" establcce como supuestos pa¡a su
aplicación fórmulas inrprecisas v amplias cuyo contenido, cn el mejor de los casos,
requiere ser aclarado. justificado y concretado en supuestos espccificos, a saber,
identiñcar en qué casos se aplicaria. No hacerlo, no definirlo, ni justifica¡lo,
convieñe el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podría
afectar, entrc otros. cl derccho fundamental de delensa, en sr¡ maniléstación de ser
oído con las debidas gar¿nlías, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad. af¡cundo nolablemente a los justiciables, quienes
tendrían quc adivinar qué rcsolverá el Tribunal Constitucionai antes de presentar su
respectjva demanda.

17. Por 10 demás, ,rrrtotis mutundis, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-P,\/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otos
fallos, como e11 el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramirez (Sentencia 02877-
2005-PIICIfC). I)cl mismo modo. constituye r¡na reallrmación de la natualeza
procesal de los plocesos constilucionales de la libertad (supletoriedad, vía prer,ia,
vías pamlelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional liquido y
cie¡to, etc.).

18. Sin embargo. el hecho de que los procesos constitucionalcs dc la libe¡tad sean de
una naturalcza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la escncia principal del recurso de agravio
constitucioDal.
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la.justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para protcger y reparar los dcrcchos fundamentales de los
agraviados, volo a lavor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo quc ga¡antiza que el Tdbunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmcntc si sc ticne en cucnta quc, agotada la via constitucional, aljusticiable
solo le queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de derechos
humanos.

20. Como allrmó Raírl Ferrero Rebagliati, "la defensa del dcrecho dc uno es, al mismo
tiempo, una del¡nsa total de ia Constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña el acccso a la prestación jurisdiccional, cada cual al delender su derecho
está delendiendo el de los demás v el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin Ia protccció¡ judicial auténtica".

FERRERO COSl'A ttWtlwúlJ
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